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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de abril del año 2011, dos mil once. .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 069/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano FRANCISCO JAVIER MORENO MUÑOZ, en contra del Director General de Medio Ambiente Sustentable del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que el actor impugna la resolución definitiva emitida en el expediente número VO/114/2007, con fecha 22 veintidós de diciembre del año 2009, dos mil nueve, por el Director General de Medio Ambiente Sustentable del Municipio de León, Guanajuato, cuya existencia se acreditada en autos de esta causa, con el original de dicha resolución que obra en Secreto de este Juzgado. . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento   y  Justicia   Administrativa  para   el    Estado  y  los   Municipios  de 
Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque la demanda no contiene conceptos de impugnación, toda vez que de lo manifestado por el actor no se desprende una relación lógica y jurídica tendente a demostrar el perjuicio que sufrió el actor. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, puesto que en el escrito de demanda, si existe la expresión de conceptos de impugnación, ya que se aducen argumentaciones lógico-jurídicas tendentes a desvirtuar la ilegalidad de la resolución impugnada y se expresan los artículos de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato y de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que considera fueron violados en su perjuicio; amén de que se expresa de manera clara la causa de pedir; en consecuencia, se satisface el requisito previsto en la fracción VII del artículo 265 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . .  . . . . . . 

CUARTO.- Que haciendo un estudio integral de la demanda, el actor en el capítulo de hechos  expresa que en la resolución impugnada se le impuso una multa de $5,195.00 (cinco mil ciento noventa y cinco pesos 00/100 moneda nacional), por no presentarle a la autoridad demandada lo que esta determina “las Autorizaciones en materia ambiental procedentes”, sin precisarle en concreto, cuáles son esas autorizaciones, cual es la autoridad que debe emitirlas y cual es el sustento legal que le permiten exigir tales autorizaciones; sigue manifestando, en  los conceptos de impugnación que la resolución impugnada viola en su perjuicio los artículos 2 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato y 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de la resolución se desprende que se le impuso una multa por no exhibir ante la demandada la autorización ambiental “procedente” y es evidente que ésta carece de facultades, que le permitan imponer sanciones a los particulares, por no exhibirle autorizaciones inexistentes y la competencia no se presume ni se infiere, y si le exige una autorización que denomina “la procedente” o “la correspondiente”. En tanto que, el Director General de Medio Ambiente Sustentable en esencia contesta este punto, que el agravio resulta infundado, ya que en el considerando segundo de la resolución queda claro que la omisión del actor consiste en no contar con la autorización en materia ambiental, la que es requerida por el Reglamento Municipal para el Control de la Calidad ambiental en León, Guanajuato, en el artículo 96 y se transcribe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, cabe precisar que en la especie no estamos en presencia de una carencia de facultades jurídicas para imponer a los particulares sanciones en materia ambiental, en todas aquellas actividades no reservadas a la Federación y al Estado, pues el Ayuntamiento originalmente cuenta con atribuciones en este rubro, de acuerdo a los señalado por los artículos 5 fracción II y 7 de la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato, las que se delegan a la ahora Dirección General de Medio Ambiente Sustentable, por disposición expresa de los artículos 2 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato y 156 fracciones I, inciso a), XI y XX del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato;   lo anterior es así, en razón de que, de un análisis de la resolución impugnada, se concluye que la dimensión que verdaderamente le corresponde a la denominación de la Autorización en materia ambiental que se menciona en dicha resolución, constituye un error respecto al nombre de la autorización solicitada al impetrante, que trae graves consecuencias negativas sobre su esfera jurídica, ya que realizando una interpretación bajo el método sistemático de los artículos 94, 95, 96 y 97 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, se deduce que, lo que la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable de este Municipio, debió haber exigido al justiciable de manera previa, era la Autorización de la Manifestación de Impacto Ambiental; para una mejor compresión en seguida se transcriben los artículos aludidos en supralíneas: . . .  . . . 
“ARTÍCULO 94.- Las disposiciones previstas en el presente capítulo tienen por objeto regular la realización de obras o actividades públicas o privadas que puedan producir desequilibrios ecológicos o rebasar los límites establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas expedidas para la protección del ambiente.”

“ARTÍCULO 95.- Las obras o actividades no comprendidas en el artículo 29 de la Ley General, ni reservadas a la Federación o al Gobierno del Estado, requerirán de autorización previa de la Dirección, particularmente en las siguientes materias:
I.- Establecimientos, zonas y parques industriales;

II.- Desarrollos turísticos privados;

III.- Centros comerciales o de servicios; y

IV.- Fraccionamientos y unidades habitacionales, en concordancia con la Ley de Fraccionamientos y Conjuntos Habitacionales para el Estado de Guanajuato.”

“ARTÍCULO 96.- Para la obtención de la autorización a que se refiere el artículo anterior, los interesados deberán presentar ante la Dirección una manifestación de impacto ambiental que contendrá como mínimo la información señalada en la guía que para tal efecto la Dirección establezca.”

“ARTÍCULO 97.- La dirección evaluará la manifestación de impacto ambiental presentada dentro de los treinta días hábiles siguientes a su presentación en caso de no requerir información complementaria, con apego al Manual de Evaluación y Autorización en materia de Impacto Ambiental.” 

Conforme a lo establecido por estos numerales, es la Autorización de la Manifestación de Impacto Ambiental, lo que debió haberse solicitado al actor; pues, mediante este acto administrativo la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable de este Municipio, debe llevar a cabo el análisis de manera razonada de las actividades que realiza el ciudadano Francisco Javier Moreno Muñoz, las que consisten en la dividida, escurrido y raspado de piel; por tal motivo, en primer lugar el actor tenía el compromiso de presentar ante la Dependencia Demandada una manifestación de impacto ambiental y ésta última se encontraba constreñida a determinar si dichas actividades causan o no desequilibrio ecológico o rebasan los límites y condiciones establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas expedidas para la protección del ambiente, vigentes en la materia; y, sobre el particular se precisa que en términos generales la Evaluación del Impacto Ambiental “es el procedimiento a través del cual se establecen las condiciones a que se sujetará la realización de actividades privadas que puedan causar desequilibrio ecológico o rebasar los límites y condiciones establecidos en las disposiciones aplicables para proteger el ambiente y preservar y restaurar los ecosistemas, a fin de evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos”, según lo dispone el artículo 27, primer párrafo, de Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, la resolución impugnada no se encuentra emitida conforme a derecho, en virtud de que la autoridad demandada exige al justiciable una autorización de manera vaga e imprecisa, toda vez que en la resolución emitida con fecha 22 veintidós de diciembre del año 2009, dos mil nueve, en el procedimiento administrativo de origen, se aprecian oraciones en los que se utilizan expresiones como “autorizaciones ambientales procedentes” y “autorización en materia ambiental correspondiente”, siendo el caso que en ninguna parte de la referida resolución que se impugna, se expresa el nombre completo de la autorización solicitada al demandante, cuando el Director General de Medio Ambiente Sustentable, se encuentra constreñida a expresarle al ciudadano Francisco Javier Moreno Muñoz, el nombre correcto de la autorización que le exige, el cual es, el de Autorización de la Manifestación de Impacto Ambiental, así como señalarle los hechos indicados en forma detallada o pormenorizada, así como los preceptos Legales y Reglamentarios que considere aplicables al caso concreto del impetrante, amén de que jamás expresa en forma pormenorizada las razones o circunstancias especiales, ni las causas inmediatas del por qué las actividades de dividida, escurrido y raspado de piel, originan efectos negativos en el medio ambiente, además tampoco indica en cual supuesto de los previstos en las fracciones del artículo 95 del aludido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, encuadran las actividades que realiza la parte actora; de lo anterior resulta que, al omitir estas circunstancias especiales deja a la parte actora en estado de indefensión, por desconocer la autorización que estaba obligado a obtener y en su caso a presentarle a la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la argumentación lógica y jurídica argüida por la autoridad demandada, tanto en el capítulo de considerandos de la resolución tildada de ilegal, como en la contestación de la demanda, son insuficientes para sostener su legalidad, puesto que no es suficiente indicar los preceptos legales y las razones que la autoridad demandada expone en la parte considerativa, toda vez que no existe una adecuación entre el fundamento legal y los antecedentes que sirven de apoyo para emitir la resolución a debate, en otras palabras, si no se le expresó en ningún momento del procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, el nombre correcto de la autorización solicitada al ciudadano Francisco Javier Moreno Muñoz, luego entonces, no está demostrada la relación de causalidad entre el fundamento jurídico y los motivos que sirven para dictar la resolución impugnada e imponer al justiciable la multa impugnada, por tanto, resulta evidente que en la especie el acto combatido carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que, esta irregularidad origina la nulidad de la resolución emitida con fecha 22 veintidós de diciembre del año 2009, dos mil nueve, en el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, expediente número VO/114/2007. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, el acta de infracción combatida es ilegal, por no encontrarse motivada ni fundada adecuadamente, vicios de carácter meramente formal que afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; en tal virtud, estimando que la resolución impugnada pone fin al procedimiento administrativo de inspección y vigilancia de origen, iniciado de oficio por la autoridad demandada y no es la repuesta a una petición, de ahí que, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad, prevista en la fracción II del artículo 302 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, con fundamento en el artículos 300, fracción III, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad lisa y llana de la resolución combatida. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 párrafo primero, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . .  . .

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno,  resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución emitida con fecha 22 veintidós de diciembre del año 2009, dos mil nueve, por el Director General de Medio Ambiente Sustentable del Municipio de León, Guanajuato, en el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, expediente número VO/114/2007, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 25 DE ABRIL DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 069/2010-JN.

